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Tribunal de Transparencia y Acceso a la  
Información Pública 

 

 RESOLUCIÓN N° 001379-2025-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA 
  

Expediente : 00573-2025-JUS/TTAIP 
Recurrente : JOSY ZARRIA BARCELLOS 
Entidad : MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC 
Sumilla :  Declara fundado el recurso de apelación   
 
Miraflores, 1 de abril de 2025 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 00573-2025-JUS/TTAIP de fecha 6 de febrero de 
2025, interpuesto por JOSY ZARRIA BARCELLOS, contra la denegatoria por silencio 
administrativo negativo de la solicitud de acceso a la información pública presentada 
ante la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC con fecha 7 de enero de 
2025, con registro de expediente N° 0139. 
 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES 
 

Con fecha 7 de enero de 2025, la recurrente solicitó a la entidad la siguiente 
información:  
 

“Solicito informe o actas de operativos de fiscalización: 1) 30/11/2024 por 
contaminación sonora de Luxury Productions de Yamil Ramos en Calle 13 Lt 
165, ex fundo Casablanca; y 2) 31/12/2024 para registro decibeles fiesta 
Luxury Productions en Manuel Lavalle N° 27, Pachacamac y/o Calle 13 Lt 165 
ex Fundo Casablanca.” 

 
Con fecha 6 de febrero de 2025, la recurrente interpone el presente recurso de 
apelación, al considerar denegada su solicitud en aplicación del silencio 
administrativo negativo. 

 
Mediante Resolución N° 000685-2025-JUS/TTAIP-PRIMERA SALA1 se admitió a 
trámite el referido recurso impugnatorio y se requirió a la entidad remitir el expediente 
administrativo generado para la atención de la solicitud y la formulación de sus 
descargos. 
 

 
1     Resolución de fecha 13 de febrero de 2025, notificada a la entidad el 5 de marzo de 2025. 
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A través del Oficio N° 0005-2025-MDP/SG-OACGDA ingresado a esta instancia el 7 
de marzo de 2025, la entidad a través del responsable de acceso a la información, 
remite el expediente administrativo correspondiente y formula sus descargos 
manifestando lo siguiente:  
 

“Que, en merito a la normativa vigente se otorgó la INFORMACION 
SOLICITADA a la ciudadana ZARRIA BARCELLOS JOSY, antes del 
vencimiento del plazo ello, en cumplimiento de la DE LA LEY DE 
TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA. 
 
Es así que, al haberse efectuado la entrega de la información solicitada, sin 
efectuar el recurrente, cuestionamiento alguno respecto del contenido de la 
información brindada, ni de su forma de entrega, no existe controversia 
pendiente de resolver, en el presente procedimiento 
(…) 
Que, se acredita la entrega de información, al correo declarado y autorizado 
por la administrada, (Correo que adjuntó en su hoja de solicitud, así mismo, 
en ese sentido, se aprecia la entrega de la información enviada y la no 
existencia de oposición a la misma, concluyendo con la debida atención, en 
cumplimiento de la LEY), acreditando la eficacia de la notificación, en la que 
se entrega la información requerida a la recurrente, por lo tanto, en 
aplicación al lineamiento antes descrito, acontece la sustracción de la 
materia, toda vez que se atendió la solicitud y en virtud a los principios 
administrativos como economía procedimental y siguientes, se debe dar por 
atendido el pedido y en consecuencia, ARCHIVAR el expediente 
administrativo generado ante su instancia.” (subrayado agregado) 

 
ll. ANÁLISIS 

 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, exceptuando las informaciones que afectan la intimidad personal y las que 
expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
A su vez, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS2, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad. 
 
Asimismo, el artículo 10 de la citada norma establece que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 

 
2  En adelante, Ley de Transparencia. 
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fundamentada por las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del artículo 
18 de la referida norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 
del mismo texto son los únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al 
acceso a la información pública, por lo que deben ser interpretadas de manera 
restrictiva por tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 

 
2.1. Materia en discusión 

 
De autos se aprecia que la controversia radica en determinar si la entidad atendió 
la solicitud de acceso a la información pública conforme a ley. 
 

2.2. Evaluación 
 
Conforme con lo dispuesto por las normas citadas y en aplicación del principio 
de publicidad, toda información que posean las entidades que conforman la 
Administración Pública contenida en documentos escritos o en cualquier otro 
formato es de acceso público, por lo que las restricciones o excepciones 
injustificadas a su divulgación menoscaban el derecho fundamental de toda 
persona al acceso a la información pública. 
 
Con relación a dicho principio, el Tribunal Constitucional ha señalado, en el 
Fundamento 5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC, 
que: “De acuerdo con el principio de máxima divulgación, la publicidad en la 
actuación de los poderes públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente 
con cobertura constitucional, la excepción (STC N.° 02579-2003-HD/TC), de ahí 
que las excepciones al derecho de acceso a la información pública deben ser 
interpretadas de manera restrictiva y encontrarse debidamente fundamentadas”. 
 
En ese contexto, el Tribunal Constitucional ha precisado que les corresponde a 
las entidades acreditar la necesidad de mantener en reserva la información que 
haya sido solicitada por el ciudadano, conforme se advierte del último párrafo del 
Fundamento 13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC: 
 

“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad 
se traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que 
existe un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que 
justifique que se mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la 
información pública solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal 
reserva se puede servir efectivamente al interés constitucional que la 
justifica. De manera que, si el Estado no justifica la existencia del 
apremiante interés público para negar el acceso a la información, la 
presunción que recae sobre la norma o acto debe efectivizarse y, en esa 
medida, confirmarse su inconstitucionalidad; pero también significa que 
la carga de la prueba acerca de la necesidad de mantener en reserva el 
acceso a la información ha de estar, exclusivamente, en manos del 
Estado” (subrayado agregado). 

 
En ese sentido, de los pronunciamientos efectuados por el Tribunal 
Constitucional antes citados, se infiere que toda información que posean las 
entidades de la Administración Pública es de acceso público; y, en caso dicha 
información corresponda a un supuesto de excepción previsto en los artículos 15 
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a 17 de la Ley de Transparencia, constituye deber de las entidades acreditar 
dicha condición, debido a que poseen la carga de la prueba. 
 
Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de 
Transparencia establece que la solicitud de información no implica la obligación 
de las entidades de la Administración Pública de crear o producir información 
con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse 
el pedido, en tal sentido, efectuando una interpretación contrario sensu, es 
perfectamente válido inferir que la administración pública tiene el deber de 
entregar la información con la que cuenta o aquella que se encuentra obligada a 
contar.  
 
Además, resulta pertinente traer a colación lo dispuesto en el artículo 26 de la 

Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades, al señalar que: “La 

administración municipal adopta una estructura gerencial sustentándose en 

principios de programación, dirección, ejecución, supervisión, control 

concurrente y posterior. Se rige por los principios de legalidad, economía, 

transparencia, simplicidad, eficacia, eficiencia, participación y seguridad 

ciudadana, y por los contenidos en la Ley Nº 27444 (…)” (subrayado agregado), 

estableciendo de ese modo que uno de los principios rectores de la gestión 

municipal es el principio de transparencia. 

 

Asimismo, el tercer párrafo del artículo 118 del mismo cuerpo normativo 

establece que: “El vecino tiene derecho a ser informado respecto a la gestión 

municipal y a solicitar la información que considere necesaria, sin expresión de 

causa; dicha información debe ser proporcionada, bajo responsabilidad, de 

conformidad con la ley en la materia”. (subrayado agregado) 

 

Siendo ello así, la transparencia y la publicidad son principios que rigen la gestión 

de los gobiernos locales, de modo que la documentación que la entidad posea, 

administre o haya generado como consecuencia del ejercicio de sus facultades, 

atribuciones o el cumplimiento de sus obligaciones, sin importar su origen, 

utilización o el medio en el que se contenga o almacene, constituye información 

de naturaleza pública. 

 
En el caso de autos, se advierte que la recurrente solicitó la información descrita 
en los antecedentes de la presente resolución y, señala que al no haber 
respuesta alguna por parte de la entidad dentro del plazo de ley, interpuso el 
recurso de apelación materia de revisión.  

 
Por su parte la entidad, a través de sus descargos manifiesta haber dado 
respuesta a la solicitud dentro del plazo de ley, adjuntando para ello el 
Memorándum N° 261-2025-MDP/GSCF de fecha 13 de enero de 2025 emito por 
el Gerente de Seguridad Ciudadana y Fiscalización dando atención a la solicitud, 
así como la captura del correo electrónico remitido a la dirección electrónica de 
la recurrente con fecha 15 de enero de 2025. 
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Siendo así, corresponde a este colegiado determinar si la solicitud de acceso a 
la información pública presentada por la recurrente ha sido atendida acorde a 
ley. 
 
Respecto a la notificación de la respuesta de la entidad 
 
Atendiendo a que la recurrente solicita que la información le sea entregada 
mediante correo electrónico, al respecto, sobre la notificación mediante este 
medio, se debe tener en cuenta, el segundo y tercer párrafo del numeral 20.4 del 
artículo 20 de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS3, establece lo siguiente: 
 

“La notificación dirigida a la dirección de correo electrónico señalada por 
el administrado se entiende válidamente efectuada cuando la entidad 
reciba la respuesta de recepción de la dirección electrónica señalada por 
el administrado o esta sea generada en forma automática por una 
plataforma tecnológica o sistema informático que garantice que la 
notificación ha sido efectuada. La notificación surte efectos el día que 
conste haber sido recibida, conforme lo previsto en el numeral 2 del 
artículo 25 
En caso de no recibirse respuesta automática de recepción en un plazo 
máximo de dos (2) días hábiles contados desde el día siguiente de 
efectuado el acto de notificación vía correo electrónico, se procede a 
notificar por cédula conforme al inciso 20.1.14, volviéndose a computar el 
plazo establecido en el numeral 24.1 del artículo 24.” (subrayado 
agregado). 

 
Siendo así, se aprecia en autos que obra Memorándum N° 261-2025-
MDP/GSCF a través de la cual se da atención a la solicitud y la captura correo 
electrónico de fecha 15 de enero de 2025 con el cual se remite el citado 
memorándum a la dirección electrónica autorizada por la recurrente; sin 
embargo, no se aprecia que la entidad haya remitido a esta instancia el cargo de 
recepción emitido por la administrada desde su correo electrónico o la constancia 
generada en forma automática por la notificación de la referida información, 
conforme al segundo párrafo del numeral 20.4 del artículo 20 de la Ley N° 27444, 
que exige para dar por válida la notificación de un acto administrativo efectuado 
por correo electrónico, la respuesta de recepción del administrado o una 
constancia de recepción automática, las cuales no figuran en el presente 
expediente. 

 
En dicha línea, es preciso recordar que en los Fundamentos 9 y 11 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 1637-2017-PHD/TC, el Tribunal 
Constitucional estableció como línea jurisprudencial, el criterio según el cual 
constituye parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho de 
acceso a la información pública el adecuado diligenciamiento de la notificación 
de la respuesta a las solicitudes de acceso a la información pública, conforme al 
siguiente texto:  
 

 
3  En adelante, Ley N° 27444. 
4  Cabe recordar, que el inciso 20.1.1. de la citada norma establece a la notificación personal en el domicilio del 

administrado como modalidad de notificación en el primer orden de prelación. 
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“El Tribunal Constitucional, ha resaltado, en reiteradas oportunidades, 
que la obligación de responder al peticionante por escrito y en un plazo 
razonable forma parte de un aspecto fundamental del derecho de acceso 
a la información pública, pues se trata de una modalidad de concreción 
del derecho de petición (Cfr. sentencia recaída en el Expediente 04912-
2008-PHD/TC, fundamento 8). 
(…) Por lo tanto, debe quedar claro que el debido diligenciamiento de una 
notificación de respuesta al administrado, incide directamente en la 
satisfacción del derecho de acceso a la información pública, pues a través 
de la notificación se facilita al administrado el control ciudadano que 
busca a través del mencionado derecho en el marco de un Estado 
Constitucional”. (subrayado agregado).  

 
Por tanto, este colegiado no puede tener por válidamente notificado a la 
recurrente, al no haberse acreditado la notificación efectiva de la información 
solicitada, conforme a la normatividad antes expuesta.  
 
Respecto al contenido de la respuesta de la entidad 
 
Mediante el Memorándum N° 261-2025-MDP/GSCF emitido por su Gerencia de 
Seguridad Ciudadana y Fiscalización, la entidad proporcionó respuesta sobre la 
solicitud, conforme al siguiente detalle: 
 

“(…) Al respecto, se menciona al administrado que se hizo la búsqueda 
correspondiente en el acervo documentario físico y digital de la gerencia 
de Seguridad Ciudadana y Fiscalización, asimismo, se verificó en el 
fiscafono Nº 966102851 sobre el ingreso de alguna queja, consulta y/o 
denuncia dada en fecha 30/11/2024 y 31/12/2024 en contra de LUXURY 
PRODUCTIONS, tal como indica la persona de Zarria Barcellos Josy, no 
obrando registro alguno, por lo que se pone a conocimiento de la 
solicitante que en la Gerencia de Seguridad Ciudadana y Fiscalización no 
se cuenta con alguna queja escrita, y/o documentos simples ingresados 
a nuestro despacho con los datos que se ha proporcionado, en ese 
sentido, no obra lo solicitado. Por lo expuesto; se da por atendida la 
presente.” (subrayado agregado) 

 
Al respecto, es necesario enfatizar que el derecho de acceso a la información 
pública no sólo implica el deber del Estado de publicitar sus actos promoviendo 
una cultura de transparencia conforme lo dispone el artículo 10 de la Ley de 
Transparencia, sino que también genera la obligación de otorgar al solicitante 
información clara, precisa, completa y actualizada, y en consecuencia, que no 
sea falsa, incompleta, fragmentaria, indiciaria o confusa, conforme lo señaló el 
Tribunal Constitucional en el Fundamento 16 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 01797-2002-HD/TC:  
 

“Como ya se ha dejado entrever, a juicio del Tribunal Constitucional, el 
contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso a la 
información pública no sólo comprende la mera posibilidad de acceder a 
la información solicitada y, correlativamente, la obligación de dispensarla 
de parte de los organismos públicos. Si tal fuese sólo su contenido 
protegido constitucionalmente, se correría el riesgo de que este derecho 
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y los fines que con su reconocimiento se persiguen, resultaran burlados 
cuando, p.ej. los organismos públicos entregasen cualquier tipo de 
información, independientemente de su veracidad o no. A criterio del 
Tribunal, no sólo se afecta el derecho de acceso a la información cuando 
se niega su suministro, sin existir razones constitucionalmente legítimas 
para ello, sino también cuando la información que se proporciona es 
fragmentaria, desactualizada, incompleta, imprecisa, falsa, no oportuna 
o errada. De ahí que si en su faz positiva el derecho de acceso a la 
información impone a los órganos de la Administración pública el deber 
de informar, en su faz negativa, exige que la información que se 
proporcione no sea falsa, incompleta, fragmentaria, indiciaria o confusa” 
(subrayado agregado). 

 
En el mismo sentido, el referido colegiado señaló en el Fundamento 4 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 01410-2011-PHD/TC que: “(…) el 
contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso a la 
información pública no sólo comprende la obligación de parte de los organismos 
públicos de entregar la información solicitada, sino que ésta sea completa, 
actualizada, precisa y verdadera. De ahí que si en su faz positiva el derecho de 
acceso a la información impone a los órganos de la Administración pública el 
deber de informar, por el contrario, en su faz negativa, exige que la información 
que se proporcione no sea falsa, incompleta, fragmentaria, indiciaria o confusa” 
(subrayado agregado). 
 
De manera ilustrativa, cabe señalar que el Instituto Nacional de Transparencia,  
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de México – 
INAI, en el criterio contenido en las RRA 0003/16, RRA 0100/16 y RRA 1419/16  
ha establecido que: “Para el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la 
información, la congruencia implica que exista concordancia entre el 
requerimiento formulado por el particular y la respuesta proporcionada por el 
sujeto obligado; mientras que la exhaustividad significa que dicha respuesta se 
refiera expresamente a cada uno de los puntos solicitados. Por lo anterior, los 
sujetos obligados cumplirán con los principios de congruencia y exhaustividad, 
cuando las respuestas que emitan guarden una relación lógica con lo solicitado 
y atiendan de manera puntual y expresa, cada uno de los contenidos de 
información” (subrayado agregado). 
 
De este modo, se concluye que, al atender una solicitud de acceso a la 
información pública, la entidad tiene la obligación de brindar una respuesta 
completa, precisa y congruente con lo requerido, debiendo pronunciarse 
sobre cada ítem de la información requerida de modo detallado. 
 
En ese sentido, de autos se aprecia que la entidad refiere que en su acervo 
documentario físico y digital de la Gerencia de Seguridad Ciudadana y 
Fiscalización y el fiscafono, no obra registro alguno sobre el ingreso de alguna 
queja, consulta y/o denuncia dada en fecha 30/11/2024 y 31/12/2024 en contra 
de LUXURY PRODUCTIONS; sin embargo el pedido expreso de la solicitud 
consisten en “informe o actas de operativos de fiscalización: 1) 30/11/2024 
por contaminación sonora de Luxury Productions…; y 2) 31/12/2024 para 
registro decibeles fiesta Luxury Productions…”, resultando, por ende, 
incongruente la respuesta otorgada, y por tanto inválida. 
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En esa línea, de lo obrante en autos, se advierte la respuesta de la entidad no 
ha sido remitida de manera congruente y precisa con lo solicitado, o motivado de 
manera clara y precisa, su inexistencia. Teniendo en cuenta, además, que el 
recurrente describe en su recurso de apelación los siguientes hechos: 
 

“2. INTERVENCIÓN MUNICIPAL EN HORARIO POSTERIOR AL 
EVENTO.- A partir de que el empresario Yamil Ramos informó que no 
podía bajar el sonido de su concierto, el Instituto Gurdjieff Lima trató de 
contactar a la Municipalidad de Pachacamac sin éxito, pero como el 
evento era Open Door, desde las 10 pm durando hasta las 10 am del 
domingo 01 de diciembre, se logró contactar al teléfono de reclamos de 
la Municipalidad distrital de Pachacamac la cual llegó al lugar denunciado 
a las 10:30 aproximadamente, ASISTIENDO EL FISCALIZADOR 
ROGER GARCÍA, quien llegó a ingresar al lugar encontrando que se 
venía retirando el estrado, los televisores, los instrumentos musicales y 
otros inherentes al concierto; esta acta es la que venimos solicitando 
desde el mes de diciembre como recaudo probatorio y parte de las 
investigaciones que venimos haciendo, sin embargo en la municipalidad 
hay una falta de atención a la entrega de dicho documento, lo que en la 
práctica esta omisión municipal nos deja sin poder probar los hechos 
acontecidos, algo que en los resultados BENEFICIA A LA EMPRESA Y 
PREDIO DENUNCIADO. 
(…) 
4. ANUNCIO DE FIESTA DE AÑO NUEVO EN PACHACAMAC.- 
Habiendo detectado que el titular de los conciertos en el predio colindante 
es el empresario Yamil Ramos con la razón social Luxury Productions, 
así vimos que él estaba publicitando por las redes otra fiesta en 
Pachacamac para recibir el año. En tal sentido se solicitó que se hiciera 
una inspección al lugar denunciado el 31.12.2024, no obstante en el 
transcurso de los días se encontró que se publicitó que la fiesta tenía otra 
dirección, la cual fue proporcionada al área de Fiscalización para que 
igualmente acudieran con sonómetro para registrar el exceso de 
decibeles que suelen tener estos conciertos, coordinándose con el Jefe 
del área de operativos de la Gerencia de Fiscalización Sr. Joselito 
Vílchez, quien cumplió con su labor y nos brindó la atención que 
esperábamos. 
5. ACTUACION EFICIENTE DEL PERSONAL OPERATIVO PERO LA 
GERENCIA DE FISCALIZACIÓN NO CUMPLE CON ENTREGA DE 
INFORMACIÓN GENERADA.- Después de la denuncia interpuesta por 
contaminación sonora, el personal operativo de la entidad edil ha venido 
realizando diligencias. Aunque de manera previa se realizó una 
inspección con fecha 30.11.2024 a cargo del fiscalizador Roger 
García y luego de la denuncia administrativa interpuesta por el Instituto 
Gurdjieff y firmada por la suscrita como abogada, en coordinación con 
Fiscafono se realizó una inspección el 31.12.2024 a cargo del 
fiscalizador Joselito Vílchez levantándose el acta 
correspondiente.(…)” 

 
Hechos que han sido acreditados por la recurrente conforme se verifica de los 
cargos de denuncia administrativa presentada ante la entidad con registro D.S 
N° 18485 y solicitud de inspección con registro D.S N° 19368; lo cual no ha sido 
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cuestionado o desacreditado por la entidad a través de sus descargos. Aunado 
a ello, debe tenerse en cuenta que en aplicación del principio de presunción de 
veracidad, contemplado en el numeral 1.7 del artículo IV del Texto Único 
Ordenado de la Ley N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, 
aprobado por el Decreto Supremo N.º 004-2019-JUS , “[e]n la tramitación del 
procedimiento administrativo, se presume que los documentos y declaraciones 
formulados por los administrados en la forma prescrita por esta Ley, responden 
a la verdad de los hechos que ellos afirman. Esta presunción admite prueba en 
contrario”. Por tanto, es preciso destacar que la entidad, conforme se ha 
señalado, pese haber remitido descargos a esta instancia, no ha aportado ningún 
medio probatorio que desvirtúe lo manifestado por la recurrente. 
 
Por consiguiente, de lo descrito, podemos se puede apreciar que la información 
solicitada se trataría de aquella generada por la entidad en ejercicio de sus 
facultades de fiscalización, teniendo por ende naturaleza pública; por 
consiguiente, pasible de entregar a la recurrente en el marco del ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública. 

 
En ese sentido, conforme a lo dispuesto por el artículo 51 del Reglamento de la 
Ley de Transparencia, aprobado por el Decreto Supremo N° 007-2024-JUS5, el 
funcionario responsable, unidad orgánica y/o unidad funcional designado, 
garantiza el acopio, organización, conservación de la información y la 
transferencia de los documentos archivísticos al nivel de archivo que 
corresponda. 

 
Asimismo, es preciso señalar que el numeral 52.3 del artículo 52 del Reglamento 
de la Ley de Transparencia, precisa que cuando se solicite información afectada 
por algún supuesto de extravío, destrucción, extracción, alteración o 
modificación indebidas de la información en poder del funcionario responsable, 
unidad orgánica y/o unidad funcional designada en el marco del Sistema 
Nacional de Archivos, o el funcionario poseedor de la información, según 
corresponda, corresponde al funcionario responsable de atender la solicitud, 
según lo informado por el funcionario responsable del área poseedora de la 
información, comunicar de dicha situación a la persona solicitante, así como los 
avances o resultados de las acciones orientadas a recuperar la información o la 
imposibilidad de brindársela por no haberla podido recuperar. 
 
En esa línea, el Tribunal Constitucional desestimó el argumento de la 
inexistencia de la información para denegar la solicitud de acceso a la 
información pública, teniendo en cuenta que el penúltimo párrafo del artículo 13 
de la Ley de Transparencia señala que en caso una entidad de la Administración 
Pública no localiza información que está obligada a poseer o custodiar, deberá 
acreditar que ha agotado las acciones necesarias para obtenerla a fin brindar 
una respuesta al solicitante, conforme se establece en el Fundamento 12 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 07675-2013-PHD/TC: 
 

“En consideración de este Tribunal, esta fundamentación resulta 
insuficiente a efectos de denegar el requerimiento de información. El 
artículo 13 del TUO de la Ley 27806, señala que, ante la inexistencia de 

 
5  En adelante, Reglamento de la Ley de Transparencia. 
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datos, la entidad debe comunicar por escrito tal hecho; sin embargo, esto 
no implica apelar a la "no existencia" de dicha información para eludir 
responsabilidad (véase, STC. Exp. N° 01410-2011-PHD/TC F.J.8). Por 
ende, es necesario que la Contraloría General de la República agote las 
diligencias necesarias a efectos de localizar la documentación requerida, 
más aún si este Tribunal ha verificado de autos que la información 
solicitada en dichos documentos es de su competencia funcional y se ha 
elaborado en la propia institución.” (subrayado nuestro). 

 
En el mismo sentido, dicho colegiado señaló que no basta sólo con agotar la 
búsqueda de la información, sino que la entidad debe reconstruirla ante su 
destrucción o extravío a fin de garantizar este derecho fundamental, conforme 
se indica en el Fundamento 8 de la sentencia recaída en el Expediente N° 01410-
2011-PHD/TC: 
 

“Este Colegiado aprecia que la emplazada intenta eludir dicha 
responsabilidad apelando a la “no existencia” de dicha información. Así, 
adjuntó a la contestación de la demanda el  Informe Técnico Nº 123-2009-
UATyC-GDU-MDP (fojas 81), expedido por la Unidad de 
Acondicionamiento Territorial y Control Urbano de la Municipalidad 
Distrital de Punchana,   que indica: “se ha procedido a realizar la 
respectiva búsqueda en nuestros archivos de los antecedentes  que 
generaron dicho título de propiedad, sin embargo únicamente se encontró 
una hoja de papel simple que señala que dicho expediente fue retirado 
con fecha  20/02/2006, para ser anexado al Expediente del Mercadillo 
Bellavista Nanay; sin embargo realizada la verificación y realizada la 
revisión en el referido expediente se observa la  NO EXISTENCIA, de 
dichos documentos”. Este Tribunal no comparte el criterio de la 
demandada. Si bien se infiere, del citado documento que la información 
requerida por los demandantes fue trasladada de un expediente a otro, la 
conservación de tal información es de responsabilidad de la 
Municipalidad, por lo que ésta no puede apelar a la “no existencia” de 
dicha información para eludir su obligación de entregarla a los 
actores. Es necesario agotar las diligencias necesarias a efectos de 
localizar la documentación requerida. En su defecto y de quedar 
comprobado el extravío de la misma, disponer la reconstrucción del 
expediente administrativo correspondiente, para luego de ello cumplir con 
su entrega en copias a los interesados”. (subrayado nuestro). 

 
De este modo, se concluye que, cuando una entidad recibe una solicitud de 
acceso a la información pública y cuenta con la información requerida, debe 
entregarla al administrado, o cuando no cuente con ella, pese a que deba contar 
con la misma, debe realizar las gestiones necesarias para buscarla y/o 
reconstruirla a fin de entregarla, así como informar a la recurrente de dicha 
situación y de los avances o resultados de las acciones orientadas a recuperar 
la información o, en su defecto, informarle de manera clara, precisa y detallada 
acerca de la imposibilidad de brindársela.  
 
Siendo esto así, la entidad deberá agotar la búsqueda al interior de las unidades 
orgánicas o áreas correspondientes, como requerir la información a los 
fiscalizadores, Roger García y Joselito Vílchez, quienes -según señala la 
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recurrente- habrían sido los encargados del levantamiento de las actas de 
fiscalización solicitadas, procediendo a informar si obtuvo o generó la 
información requerida en la solicitud, y si esta información se encuentra o no en 
su posesión o bajo su control. De haber generado la documentación requerida, 
y de encontrarse en alguna de las circunstancias mencionadas en el artículo 52 
del Reglamento de la Ley de Transparencia, la entidad deberá informar los 
avances y resultados del proceso de recuperación de la información. 
 
En consecuencia, en cuanto a la información requerida en la solicitud, la entidad 
no ha descartado su posesión corroborando en las unidades orgánicas 
correspondiente, ni ha demostrado la existencia de excepciones que justifiquen 
su denegatoria, por lo que, corresponde declarar fundado el recurso de 
apelación. 

 

Sin perjuicio de señalado, debe tener en cuenta que cabe la posibilidad de que 

eventualmente dicha documentación pueda contar con información protegida por 

las excepciones contempladas en la Ley de Transparencia. En cuanto a ello, de 

manera ilustrativa, con relación a la protección de información de naturaleza 

íntima, el Tribunal Constitucional en los Fundamentos 6, 7, 8 y 9 de la sentencia 

recaída en el Expediente N° 04872-2016-PHD/TC, en el que analiza la entrega 

de la ficha personal de una servidora pública, que al contener dicho documento 

información de carácter público (los estudios, especializaciones y capacitaciones 

realizadas), así como datos de carácter privado (como por ejemplo, los datos de 

individualización y contacto), es posible tachar éstos últimos y así garantizar el 

acceso de la información a los ciudadanos, conforme el siguiente texto:  

 

“(…) 
6. De autos se advierte que la ficha personal requerida contiene 
tanto información de carácter privado como información de carácter 
público. En efecto, mientras que la información de carácter privado se 
refiere a datos de individualización y contacto del sujeto a quien 
pertenece la ficha personal; la información de carácter público contenida 
en el referido documento abarca datos que fueron relevantes para 
contratarla, tales como el área o sección en la que la persona ha 
desempeñado funciones en la Administración Pública; la modalidad 
contractual a través de la cual se le ha contratado; así como los estudios, 
especializaciones y capacitaciones realizadas. 
7.  No solamente no existe razón para limitar la entrega de 
información referida a las cualificaciones relevantes que fueron decisivas 
para la contratación de un empleado en la Administración Pública, sino 
que, hacerlo, desincentivar la participación ciudadana en la fiscalización 
de la idoneidad del personal que ingresa a ella. 
8.  Al respecto, no puede soslayarse que la ciudadanía tiene interés 
en contar con personal cualificado en la Administración Pública, por lo 
que impedirle el acceso a información relativa a las cualidades 
profesionales que justificaron la contratación del personal que ha 
ingresado a laborar en dicha Administración Pública, no tiene sentido. En 
todo caso, la sola existencia de información de carácter privado dentro de 
un documento donde también existe información de carácter público no 
justifica de ninguna manera negar, a rajatabla, su difusión. 
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9.  Atendiendo a lo previamente expuesto, es perfectamente posible 
satisfacer el derecho que tiene la ciudadanía de acceder a la información 
de carácter público de quienes laboran dentro de la Administración 
Pública y, al mismo tiempo, proteger la información de carácter privado 
de dichas personas, tachando lo concerniente, por ejemplo, a los datos 
de contacto, pues con ello se impide su divulgación. Por consiguiente, 
corresponde la entrega de lo peticionado, previo pago del costo de 
reproducción” (subrayado agregado). 

 
Conforme se puede apreciar del texto de la mencionada sentencia, es posible 
que se entregue la documentación solicitada por la recurrente, procediendo a 
tachar aquella que contenga información protegida por las excepciones 
contempladas en la Ley de Transparencia, garantizando el derecho que le asiste 
al administrado para acceder a la información pública contenida en los 
documentos requeridos. 

 
En ese sentido, cabe indicar que en caso la documentación solicitada contenga 
datos personales de individualización y contacto de personas naturales u otros 
que afecten la intimidad personal y familiar, así como cualquier otra información 
que se encuentre comprendida en las excepciones establecidas en la Ley de 
Transparencia deben ser tachados, de conformidad con el numeral 5 del artículo 
17 y los artículos 18 y 19 de la Ley de Transparencia. 

 
Finalmente, de conformidad con los artículos 54, 55 y 57 del Reglamento de la Ley de 

Transparencia, en aplicación de la Ley N.º 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a 

cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido 

sus funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las 

normas de transparencia y acceso a la información pública.  

De conformidad con lo previsto por el artículo 6 y el numeral 1 del artículo 7 del Decreto 

Legislativo N.º 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección 

de Datos Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses; así como del artículo 

34 del Reglamento de la Ley de Transparencia; 

SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación presentado por JOSY 
ZARRIA BARCELLOS; en consecuencia, ORDENAR a la MUNICIPALIDAD 
DISTRITAL DE PACHACAMAC que entregue a la recurrente la información solicitada, 
conforme a los fundamentos expuestos en la parte considerativa de la presente 
resolución. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC que, 
en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite la entrega de la información a 
JOSY ZARRIA BARCELLOS. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por el Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
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Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a JOSY 
ZARRIA BARCELLOS y a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la norma antes citada.   
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe). 

 

 
 
 
 
 
 
 
 

TATIANA AZUCENA VALVERDE ALVARADO  
Vocal Presidente 
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